PÁGINA  

PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia gestione ante las autoridades nacionales el inmediato cumplimiento de la Ley Nacional Nº 25.269, poniendo en funcionamiento la Cámara Federal de Apelación de Santa Fe.-

Danilo Héctor Kilibarda

Diputado Provincial

FUNDAMENTOS:

La Ley Nacional Nº 25.269, sancionada el 28 de junio de 2000 y publicada en el Boletín Oficial el 21 de julio del mismo año, estableció que los Tribunales Orales en lo Criminal y Correccional Federales, entre ellos el de la ciudad de Santa Fe, se desempeñen como Cámaras Federales de Apelación dentro de su jurisdicción. De esa manera, se asegura un mejor acceso a la justicia y se determina el juez natural al que tiene derecho el justiciable.-

Pese al tiempo transcurrido esa norma no ha sido puesta en ejecución, por distintas circunstancias, todas ellas absolutamente despreciables frente al mandato legal. En efecto: el burocratizado Consejo de la Magistratura, erigiéndose en supra-legislador, mediante Resolución Nº 178/2000, hizo saber a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al Poder Ejecutivo Nacional y al Poder Legislativo de la Nación “la imposibilidad de llevar a cabo lo establecido por la Ley Nº 25.269”, fundándose en cuestiones meramente económicas y por lo tanto coyunturales. Luego de seis años, estos fundamentos resultan inadmisibles.-

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 14 de mayo de 2000, bajo la presidencia del Dr. Julio S. Nazareno, mediante la Acordada Nº 19/2000, dispone “mantener la competencia vigente hasta la sanción de la Ley Nº 25.269 hasta tanto esta Corte decida lo concerniente a la asignación de causas nuevas o en trámite”. Posteriormente, el 25 de agosto de 2000, a través de la Acordada Nº 21/2000, declara “diferida… la vigencia de la Ley Nº 25.269”.-

De lo expuesto se puede apreciar como órganos constitucionales, encargados de la estricta aplicación de la ley, mediante simples actos administrativos, impidieron el cumplimiento de una ley de la Nación.-

Debemos reconocer que el Congreso de la Nación se ha expresado reiteradamente reclamando el cumplimiento de la Ley Nº 25.269 y el inmediato funcionamiento de las Cámaras Federales creadas por esa ley. En el caso concreto de Santa Fe existe toda la infraestructura necesaria para ello, resultando inexcusable el funcionamiento de la Cámara Federal. Este propio cuerpo, así como los Colegios de Abogados de la Provincia, se han pronunciado en este sentido.-

Entre las iniciativas del Congreso de la Nación podemos mencionar el proyecto de los Diputados Aída Maldonado y Horacio Pernasetti –Expte. 0754-D-02–; de los Senadores Pedro Salvatori, Luz María Sapag y Ricardo Gómez Diez –Expte. S-354/02–; de los Diputados Julio C. Gutierrez y Francisco N. Sellares –Expte. 6632-D-02–; de los Diputados Ramón Eduardo Saadi, Roque Tobías Alvarez, Alberto Herrera, Julio C. Moises, Ricardo C. Quintela y Enrique Tanoni –Expte. 7204-D-02–; de los Diputados Ramón E. Saadi y otros –Expte. 7354-D-02–; del Diputado Julio Cesar Conca –Expte. 7568-D-02–; de la Nancy Avelin –Expte. S-3243-02–; del Senador Alfredo Agundez y otros –Expte. S-1280-03– y, por último, el de los Senadores Adolfo Rodriguez Saa, Rubén Giustiniani y Carlos Alberto Reutemman, entre otros, –Expte. S-649-06–.-

Señor Presidente: todos estos antecedentes, reclamando el cumplimiento de una Ley de la Nación, justifican nuestro pedido. Santa Fe necesita imperiosamente la puesta en vigencia de la Ley Nº 25.269 y que el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Santa Fe actúe como Cámara Federal de Apelación, dentro de su jurisdicción. Cumplir la ley es un mandato de la Constitución y asegurará el acceso al juez natural por parte de los justiciables.-
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